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SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
"2023, Año del Centenario del Voto de las Mujeres en San Luis Potosí, Precursor Nacional".[image: image2.jpg]



 TOCA 35/2023

EXP. 602/2020-2

	RECURSO DE APELACIÓN: **********/2023/SS.

	JUICIO CONTENCIOSO: **********/2020/2.

	ACTOR:  **********EN REPRESENTACIÓN DE LA MENOR CON INICIALES **********

	AUTORIDADES DEMANDADAS: 1) HOSPITAL CENTRAL “DR. IGNACIO MORONES PRIETO” (RECURRENTE) Y 2) SERVICIOS DE SALUD DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIA: MELISSA DEL CARMEN VEGA RAMÍREZ.


San Luis Potosí, San Luis Potosí, quince de diciembre de dos mil veintitrés. 

V I S T O S para resolver los autos del toca **********/2023/SS, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el trece de marzo de dos mil veintitrés por **********en su carácter de Director General del Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”; en contra de la resolución de quince de febrero de dos mil veintitrés, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo estatal 602/2020/2; turnado a ésta Sala Superior el veintidós de mayo siguiente, mediante el oficio **********, signado por la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria; y,

R E S U L T A N D O

I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria de Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente reclamación.

SEGUNDO.- La vía contenciosa resultó procedente.

TERCERO.- La Parte Actora probó su acción, en consecuencia se determina la existencia de responsabilidad patrimonial del Estado a cargo de Autoridad Demandada Hospital Central Dr, “Ignacio Morones Prieto” de acuerdo a los fundamentos y razones expuestos en esta Sentencia.

CUARTO.- Se SOBRESEE el juicio respecto de la autoridad demandada Servicios de Salud de San Luis Potosí

QUINTO.- Se establece a favor de la Parte Actora M.M.L.G. una indemnización por el Pago de la cantidad de **********, por concepto de daño emergente, y; El pago de las cantidades que se determinen en ejecución de sentencia, por concepto de daño personal y daño moral. 
SEXTO.- La indemnización deberá ser actualizada en términos del Código Fiscal del Estado, tal y como se ha establecido en la parte final del Considerando OCTAVO de esta Sentencia. 
[…]”

II.- Inconforme con la referida determinación, **********en su carácter de Director General del Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”, interpuso recurso de apelación, por escrito presentado el trece de marzo de dos mil veintitrés, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el veintidós de mayo siguiente; atendiendo a que por auto de doce del mismo mes y año, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación y el expediente **********2020/2.

III.- Por acuerdo de veinticinco de mayo de dos mil veintitrés
, se requirió a la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal para que en el término de cinco días, previsto en los artículos 131 fracción III y 132 , del Código de Procedimientos Civiles del Estado, de aplicación supletoria al Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, remitiera a esta Sala el original del escrito de apelación promovido por Jorge Aguilar García, en su carácter de Director General del Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto” a fin de dar el trámite respectivo en esta instancia; toda vez que, únicamente adjuntó el expediente de origen y cuatro tantos en copias simples del escrito de mérito.

IV.- En auto de veintisiete de junio de dos mil veintitrés
 se tuvo al Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala Unitaria, dando respuesta al requerimiento formulado por esta Sala y remitiendo copia certificada del escrito signado por **********, en su carácter de Director General del Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”; por lo que, se admitió a trámite el recurso de apelación, planteado por la autoridad demandada y se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de cuenta a la parte actora **********quien compareció en representación de la menor con iniciales **********, y a la diversa autoridad demandada Servicios de Salud de San Luis Potosí, para que en el término de tres días hábiles manifestaran lo que a su derecho conviniere.

IV.- En proveído de diez de julio de dos mil veintitrés
 se recibió escrito de la parte actora **********, quien compareció en representación de la menor con iniciales **********, mediante el cual desahogó la vista otorgada en el auto de admisión, respecto al recurso de apelación planteado por la autoridad demandada; y en acuerdo de trece de julio de dos mil veintitrés
, visto el estado procesal que guardaban los autos, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
V. Por acuerdo de veintiuno de noviembre de dos mil veintitrés
, se agregó a los autos la documental pública consistente en el acta de defunción de la menor con iniciales ********** de veintiuno de septiembre de dos mil veintitrés**********
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer de los recursos de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, 23 fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.

SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; 

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal. 

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.

Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO.- Legitimación El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de **********en su carácter de Director General del Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”, personalidad que acreditó con la copia certificada de su nombramiento
, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo de este Estado.
CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el artículo 153, primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí,
 toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada al recurrente el veintitrés de febrero de dos mil veintitrés, por lo que dicha notificación surtió efectos el veintiocho siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del uno al veintidós de marzo de dos mil veintitrés; siendo que en ese lapso no deben contarse los días cuatro, cinco, once, doce, dieciocho y diecinueve de marzo, por ser inhábiles, así como el veinte de marzo del presente año, en que se suspendieron las labores de este Tribunal; por lo que, si el recurso de apelación se presentó el trece de marzo del año actual, se patentiza se interpuso con la debida oportunidad.

QUINTO. Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por la parte apelante, se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala Superior procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior considera que el recurso de apelación interpuesto por **********en su carácter de Director General del Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”, autoridad demandada, es procedente, por las siguientes consideraciones. 
Marco normativo.
En el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:
“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el juicio por sus características especiales se considere de importancia y trascendencia, en el caso de que la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia, violaciones procesales y resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado.

En este sentido, del análisis realizado a las constancias que remite la Sala de Origen, se advierte que en sentencia de quince de febrero de dos mil veintitrés,
 con fundamento en los artículos 251 párrafo segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y 16 fracción II y 17 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, determinó la existencia de responsabilidad patrimonial del estado a cargo del Hospital Central Dr. “Ignacio Morones Prieto” y en consecuencia estableció a favor de la niña actora ********** una indemnización consistente en la cantidad de **********, por concepto de daño emergente, y el pago de las cantidades que se determinen en ejecución de sentencia, por concepto de daño personal y daño moral.
De lo anterior se advierte, que este asunto deriva de una resolución dictada con motivo del reclamo al Hospital Central Dr. “Ignacio Morones Prieto” y Servicios de Salud de San Luis Potosí por el supuesto daño patrimonial ocasionado a la menor de iniciales **********
Por ende, el presente asunto encuadra en lo dispuesto en el artículo 152, fracción IV, del Código Procesal de la materia y fuero, el cual establece como requisito de procedencia, sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Así como los numerales 2° y 3° de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.”
SÉPTIMO. Antecedentes. Previo a entrar al estudio de los agravios, se procede a realizar una síntesis de los datos que antecedieron al dictado de la resolución recurrida.
I. Mediante auto de catorce de septiembre de dos mil veinte
, dictado en el juicio de origen, se tuvo por recibido el escrito firmado por **********quien compareció en representación de la menor de iniciales **********, por el cual reclamó del Hospital Central Dr. “Ignacio Morones Prieto” y Servicios de Salud del Estado el pago de una indemnización en favor de su representada por la lesión proveniente de un daño en sus derechos, que no está, ni estuvo obligada a soportar, como consecuencia de actividad administrativa irregular del Estado, que hizo consistir en:

“Todos y cada uno de los actos que constituyeron la actividad administrativa irregular que originaron los gastos pecuniarios realizados por el suscrito a fin de mantener con vida a la menor ********** así como los gastos pecuniarios que a la fecha se continúan realizando para mantener y recuperar la salud de la menor **********. Los que de manera enunciativa pero no limitativa se enlistan a continuación:

1. La no aplicación de la Ley General de los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes.

2. La no aplicación de la norma NOM-045-SSA2-2005, Para la vigilancia epidemiológica, prevención y control de las infecciones nosocomiales.

3. La no aplicación de la norma NOM-031-SSA2-1999, Para la atención a la salud del niño.

4. La no aplicación de la norma NOM-022-SSA3-2012, Que instituye las condiciones para la administración de la terapia de infusión en los Estados Unidos Mexicanos.”
Por lo que se admitió a trámite la demanda de referencia y se ordenó emplazar a las autoridades demandadas para que produjeran su contestación.

III. En proveído de dieciséis de diciembre siguiente
, la A quo tuvo a **********en su carácter de Subdirector de Asuntos Jurídicos de los Servicios de Salud del Estado de San Luis Potosí y **********, en su carácter de apoderado y representante legal del Hospital Central “DR. Ignacio Morones Prieto”, por contestando la demanda en representación de las autoridades demandadas.

IV. El diecisiete de febrero de dos mil veintidós
, una vez transcurrida la secuela procesal del juicio, se llevó a cabo la audiencia de ley que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se desahogaron las pruebas ofrecidas y admitidas por las partes y se citó
 para resolver el juicio contencioso administrativo **********/2020-2.

V. Mediante sentencia de quince de febrero de dos mil veintitrés, la Segunda Sala Unitaria, determinó la existencia de responsabilidad patrimonial del Estado a cargo del Hospital Central Dr. “Ignacio Morones Prieto”; por lo que, estableció una indemnización a favor de la parte actora de iniciales ********** por la cantidad de **********, por concepto de daño emergente, y el pago de las cantidades que se determinen en ejecución de sentencia, por concepto de daño personal y daño moral; por otra parte, decretó el sobreseimiento del juicio respecto de la diversa autoridad demandada Servicios de Salud de San Luis Potosí.
La anterior determinación constituye la materia de impugnación. 

OCTAVO. SÍNTESIS DE AGRAVIOS. En contra de la anterior determinación, la diversa autoridad demandada Hospital Central Dr. “Ignacio Morones Prieto”, ahora recurrente, esgrime en esencia los siguientes disensos.

1) Que la Segunda Sala Unitaria dejó de observar y valorar lo argumentado por el representante legal del Hospital Central Dr. “Ignacio Morones Prieto”, en el sentido de que la menor de iniciales **********, llegó al Hospital en una situación precaria y que no obstante los esfuerzos y atenciones que se le brindó, la A quo arribo a la determinación de que dicha institución realizó una actividad administrativa irregular y causó un daño personal, moral y emergente.
Refiere además, que en la contestación de demanda hizo valer argumentos con la finalidad de que la Sala de Origen pudiera advertir el proceder del Hospital Central Dr. “Ignacio Morones Prieto” cuando ingresa un paciente, lo cual señala no fue tomado en consideración, y que dicha institución tuvo los cuidados necesarios para atender a la infanta de una situación delicada, con todos los riesgos que ello implica al ingresar a un Hospital, por lo que señala, que no hubo una mala atención ni un descuido por parte del personal médico que estuvo al cuidado de la paciente.
Asimismo, señala que si bien es cierto le asistía la carga de la prueba, también lo es que en su contestación de demanda  relató los hechos y explicó cada paso que se le realizó a la menor, en el sentido de que, dicho Hospital llevó a cabo todos los procedimientos que tuvo a su alcance y con profesionalismo, ya que nadie esta exentó de los riesgos que se corren al ingresar a un Hospital, menos la menor que llego en situación delicada, a la cual refiere, se le estabilizó y luego adquirió una neumonía asociada con cuidados de salud, riesgo que afirma se da en todos los pacientes que ingresan a un nosocomio, donde se atiende a cientos de personas. 
2) Se duele además, que respecto al daño personal, la Sala de Origen hizo una valoración aislada y subjetiva, sin ninguna base científica que lo sostenga de que el deterioro que se hizo consistir en la neumonía se desprendió de las diversas constancias que obran en el sumario, sin señalar a cuales se refiere y que valor le otorgó a cada una de ellas, por lo que considera con ello, una falta de motivación en la sentencia.
Que la Segunda Sala Unitaria no consideró las documentales ofrecidas por su parte, las cuales derivaron del expediente clínico de la menor, con las que pretendía justificar que ese nosocomio realizó los procedimientos adecuados para la atención de la menor, por lo que considera con ello una violación a los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, por no estar debidamente fundada y motivada la resolución combatida.
En cuanto al daño emergente, considera que la Sala Resolutora no atendió las reglas de valoración de pruebas, ya que refiere que no es suficiente que las facturas y recibos guarden relación con el asunto para que tengan valor pleno, a pesar de la objeción que realizó.
Por otra parte, señala que es improcedente la condena de daño moral, toda vez que se debió acreditar primero que efectivamente el Hospital Central Dr. “Ignacio Morones Prieto” incurrió en una actividad administrativa irregular, lo cual refiere que no aconteció, pues los médicos de la institución actuaron de manera responsable y apegados a los procedimientos 
Finalmente, manifiesta que la sentencia recurrida le causa agravio, porque incumple con el principio de legalidad previsto en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos al carecer de motivación, ya que la A quo, a través de presunciones llegó a la conclusión que la enfermedad de neumonía asociada a cuidados de la salud que adquirió la menor configuró la existencia del daño moral.
NOVENO. Estudio. Los agravios que hace valer la autoridad recurrente, son inoperantes; por ende, ineficaces para revocar o modificar el fallo impugnada.

Como ya se dijo en la sentencia de quince de febrero de dos mil veintitrés, dictada por la Segunda Sala Unitaria en los autos del expediente **********/2020-2, se determinó la existencia de responsabilidad patrimonial del Estado a cargo del Hospital Central Dr. “Ignacio Morones Prieto”; por lo que, se estableció una indemnización a favor de la parte actora de iniciales ********** por la cantidad de **********, por concepto de daño emergente, y el pago de las cantidades que se determinen en ejecución de sentencia, por concepto de daño personal y daño moral; por otra parte, se decretó el sobreseimiento del juicio respecto de la diversa autoridad demandada Servicios de Salud de San Luis Potosí, en virtud de las siguientes consideraciones: 
En primer término precisó, que en esa sentencia se atendería primordialmente al interés superior de la menor **********; en atención a lo establecido en el Articulo 4, párrafo noveno de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 12 párrafos primero y cuarto de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí y el Protocolo de Actuación para quienes imparten Justicia en casos que afecten a Niños, Niñas y Adolescentes, además de diversos criterios del Máximo Tribunal del País, en los cuales fundamentalmente se dispone que en todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, así como que cualquier decisión adoptada en el ámbito jurisdiccional, que afecte de manera directa o indirecta los intereses de un niño, niña o adolescente, debe tomarse con base en el reconocimiento de sus características propias.
Por otra parte, la Segunda Sala Unitaria estableció que el análisis del asunto lo realizaría bajo los tópicos de: A).- Elementos de la Responsabilidad Patrimonial; y B).- Si se configuró esa Responsabilidad Patrimonial respecto de la menor **********
En relación con el primer tópico, definió que en el procedimiento de reclamación por responsabilidad patrimonial del estado, cuando se presenta en la vía contenciosa administrativa, es el que el actor debe acreditar su derecho subjetivo a la indemnización, para lo cual se deben dar, la existencia de la actividad administrativa irregular; el daño aducido; y el nexo causal entre la conducta imputable a la administración y la lesión producida, lo que se desprendía de una interpretación sistemática, de los artículos 2, 3, 5, 6, 20, 21, 24, 26, 27, y 28 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luís Potosí.

Asimismo aclaró que, si bien acorde con los dispositivos legales citados corresponde al accionante de la reclamación el demostrar plenamente la responsabilidad patrimonial atribuida al ente público, tratándose de los casos en que esta responsabilidad emane de la prestación de un servicio de salud deficiente, la prueba de la debida diligencia recae en las instituciones médicas del Estado, ello debido a la dificultad que representa para la víctima probar el actuar irregular de los operarios de la salud, lo que implica un desplazamiento de la carga de la prueba para que sea la institución del Estado la que demuestre que el procedimiento médico se realizó de acuerdo a los cuidados establecidos en la normatividad de la materia y al deber de diligencia que le exige la profesión médica.
En ese contexto, la A quo estableció que en primer lugar estudiaría lo relativo a la existencia del daño o lesión en la reclamante; el cual consistía en: 
1.
Un daño personal, consistente en la neumonía asociada a cuidados de salud que adquirió la niña, **********
2.
Un daño emergente, por el pago de la cantidad de $231, 862.81 (doscientos treinta y un mil ochocientos sesenta y dos pesos 81/100 M.N.) resultante de los gastos realizados para preservar la vida y salud de **********. pagados a la moral ********** y diversos médicos particulares.

3.
Un daño moral, derivado de la afectación que sufrió cuando se menoscabó ilegítimamente la integridad física de **********
Respecto de la existencia del daño personal, precisó que tenía como hecho central la existencia de un daño físico consistente en cualquier deterioro o mengua de la armonía corporal, es decir que en ese supuesto el bien jurídico tutelado era la salud de la niña; respecto de la cual su deterioro se hace consistir en la neumonía asociada a cuidados de salud, cuya existencia se desprendía tanto de los argumentos de la demanda, de las contestaciones de las autoridades; así como de las diversas constancias que obran en el sumario.
Que de los argumentos de las partes, al analizarlos de manera conjunta, en lo general reconocían que durante la estadía de la menor **********. en el Hospital Central Dr. “Ignacio Morones Prieto” adquirió ese padecimiento, lo cual además, se desprendía del expediente clínico identificado con el número **********, que anexo el representante legal de la referida demandada al dar contestación; probanzas ambas consistentes en la confesión expresa y documental publica, a las que les otorgó valor pleno conforme a lo dispuesto en los artículos 72 fracción I y 78 del Código procesal Administrativo para el Estado.
En cuanto al daño emergente, la Sala de Origen señaló que su existencia se acreditaba con la factura de folio ********** emitida por la persona moral ********** en favor del representante de la menor; con los recibos de honorarios médicos emitidos por diversos médicos en relación a la atención medica brindada al a niña actora dentro de su estancia en el último de los nosocomios en cita, así como del recibo de servicio de ambulancia; documentales privadas a las cuales les otorgó valor probatorio pleno, atendiendo a la estrecha relación que guardaban con los hechos materia de la reclamación, mismas que consideró fiables y coherentes con la litis, esto de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 75 del Código Procesal Administrativo para el Estado.  
Y, en lo inherente al daño moral, la Segunda Sala Unitaria, estableció que si bien no está expresamente previsto en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, acorde a lo que disponen los artículos 1752 y 1764 del Código Civil del Estado, si existe obligación de reparar el daño moral por parte del Estado, y su reclamo debía hacerse en términos de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Que no podía operar una interpretación restrictiva en el sentido de que como dicha Ley no lo prevé, entonces no era posible determinar la indemnización respectiva, pues se daría a la omisión en la normativa un alcance inadecuado y desproporcional porque obstaculizaría la indemnización íntegra de los daños sufridos en algunos casos, lo que se traducía en la desnaturalización del derecho fundamental sustantivo de ser indemnizado por la actividad administrativa irregular del Estado, máxime, que no podía pasar inadvertido que en el asunto se resolvía lo relativo a derechos de una menor, y la interpretación que realizara de las normas aplicables debía ser sistemática y progresiva, a fin de obtener el mayor beneficio para satisfacer a mejor medida el interés superior que representa la menor involucrada.

Asimismo, la A quo precisó que el daño moral consistía en el conjunto de efectos nocivos de los hechos, que no tienen carácter económico o patrimonial material, por lo que el daño moral comprendía de manera enunciativa y no limitativa, los sufrimientos y las aflicciones causados a las personas directa o indirectamente, en sus sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspecto físico o bien en la consideración que de sí misma tienen los demás, así como el menoscabo de valores muy significativos para las personas y toda perturbación que no sea susceptible de medición pecuniaria.
Motivo por lo que, la A quo concluyó, que el daño moral se encontraba acreditado, pues señaló que como la lesión respecto de la cual se reclamó la indemnización, tenía como hecho cardinal el haber adquirido la enfermedad de neumonía asociada a cuidados de la salud presuntamente por responsabilidad atribuida a la demandada, presunción que se sustentaba en lo dispuesto en el artículo 377 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí.

Que entonces, al acreditarse la existencia del daño personal y el daño emergente ocasionados a la actora, y estar vinculado al daño moral, bajo el principio jurídico de presunción iuris tantum, de igual manera se encontraba acreditado, además de que las autoridades demandadas no se habían excepcionado fundadamente, en relación con la indemnización solicitada por la acciónate, ni ofertaron prueba tendiente a desacreditarle.
Por otra parte, la Sala Resolutora estableció que, correspondía a la autoridad demandada, demostrar que los daños generados en menoscabo de la niña actora se dieron en el desarrollo de una actividad regular; es decir, que no existió ilicitud o contravención a las normas que resultaron aplicables; por lo que, analizaría en primer lugar las pruebas ofertadas por las demandadas.
En ese sentido, precisó que la actividad de la demandada debió ceñirse primordialmente a lo dispuesto en el artículo 4o., párrafos cuarto, noveno y décimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño, 2 y 8 de la Declaración de los Derechos del Niño; y el diverso artículo 50 de la ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

Que sistemáticamente disponen, que las niñas y niños y adolescentes tienen derecho a la protección de sus necesidades de salud, para lo cual en todas las decisiones y actuaciones de las instituciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena el cuidado y la protección sus derechos a disfrutar del más alto nivel posible de salud, así como a recibir la prestación de servicios de atención médica gratuita y de calidad; cumpliendo con las normas establecidas, especialmente en materia de salud, para lo cual las niñas, niños y adolescentes deben primordialmente en cualquier circunstancia, figurar entre los primeros que reciban protección y socorro.
Así, la Segunda Sala Unitaria concluyó, que una vez analizadas las pruebas documentales aportadas por las demandadas, en específico el expediente clínico **********, relacionadas con la confesión expresa derivada de la contestación de demanda, a las cuales les concedió valor probatorio pleno, acorde con lo establecido en el artículo 72 fracción I del Código procesal Administrativo para el Estado, vinculadas con la interpretación sistemática y progresiva de los dispositivos normativos citados, el Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto” y Servicios de Salud de San Luis Potosí, no acreditó que el daño generado a la menor, hubiera sido en el desempeño regular de su actividad administrativa, con lo cual quedó demostrado el segundo de los elementos de estudio, es decir, la existencia de una actividad administrativa irregular.
En cuanto al tercer y último elemento de la acción, que se refiere al nexo causal entre la actividad administrativa irregular y el daño causado, la A quo determinó también se encontraba colmado, pues del estudio que realizó a los dos primeros elementos, así como a las pruebas, se desprendió la relación causa y efecto entre la actividad administrativa irregular traducida en no velar por la salud integral de la menor ********** ya que los daños fueron consecuencia de la ilicitud en el actuar por parte de los servidores públicos pertenecientes al ente público demandado, Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”.
Por otro lado, la Sala de Origen, con fundamento en el artículo 228 fracción XI, en relación con el 229 fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado, decretó el sobreseimiento del juicio respecto de la diversa autoridad demandada Servicios de Salud de San Luis Potosí, en razón de que no se demostró nexo causal entre la lesión producida a la menor actora y que la actividad administrativa irregular, hubiese sido desplegada por dicha entidad pública.
Por último, la Segunda Sala Unitaria, en la sentencia impugnada determinó que para resarcir el daño coaccionado por la autoridad demandada Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”, a la menor de iniciales **********, por lo que estableció las siguientes sanciones:
a) Como monto de indemnización a fin de resarcir el daño emergente, la cantidad de **********;  
b) En lo tocante al daño personal y moral, señaló que en atención al interés superior que le asiste a la menor, para que dicho órgano Jurisdiccional cuente con los elementos necesarios para la individualización de la indemnización que corresponde, la parte actora en ejecución de sentencia, debe promover el incidente respectivo, en los términos dispuestos en el  artículo 18 del Código procesal Administrativo para el Estado, las cuales deben de ser actualizadas en términos del Código Fiscal del Estado.
Ahora bien, como inicialmente se sostuvo, los reseñados argumentos de impugnación son inoperantes, en razón de las siguientes consideraciones.

En lo relativo a los disensos identificados con el número 1, donde el apelante medularmente se duele de que la Sala de Origen arribó a la determinación de que el Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto” realizó una actividad administrativa irregular y causó con ello un daño a la menor de iniciales **********sin tomar en consideración lo que expuso en su escrito de contestación de demanda en el sentido de que la institución que representa realizó todos los procedimientos que tuvo a su alcance de manera profesional; sin embargo, nadie esta exentó de los riesgos que se corren al ingresar a un Hospital menos la menor que llego en situación delicada.
Argumentos lo anteriores que, resultan inoperantes; porque no controvierten las consideraciones al tenor de las cuales la Sala Resolutora determinó que el Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto” realizó una actividad administrativa irregular al no velar por la salud integral de la menor ********** toda vez que, la autoridad recurrente debía expresar los razonamientos tendentes a desvirtuar las consideraciones con base en las cuales el órgano jurisdiccional arribó a dicha determinación. 

En ese sentido, la A quo estableció en la sentencia recurrida que en la especie al tratarse de una reclamación de responsabilidad patrimonial por prestación de un servicio de salud deficiente, implicaba un desplazamiento de la carga de la prueba para la institución del Estado, la que debía demostrar su  debida diligencia, ello debido a la dificultad que representa para la reclamante probar el actuar irregular de los servidores públicos en materia de salud; es decir, que el procedimiento médico se realizó de acuerdo a los cuidados establecidos en la normatividad de la materia y al deber de diligencia que le exige la profesión médica.  
Destacó que la actividad de la demandada debió ceñirse primordialmente a lo dispuesto en el artículo 4o., párrafos cuarto, noveno y décimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño, 2 y 8 de la Declaración de los Derechos del Niño; y el diverso artículo 50 de la ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

Que sistemáticamente disponen, que las niñas y niños y adolescentes tienen derecho a la protección de sus necesidades de salud, para lo cual en todas las decisiones y actuaciones de las instituciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena el cuidado y la protección sus derechos a disfrutar del más alto nivel posible de salud, así como a recibir la prestación de servicios de atención médica gratuita y de calidad; cumpliendo con las normas establecidas, especialmente en materia de salud, para lo cual las niñas, niños y adolescentes deben primordialmente en cualquier circunstancia, figurar entre los primeros que reciban protección y socorro.
Por lo que, señaló que una vez analizadas las pruebas documentales aportadas por las demandadas, en específico el expediente clínico **********, relacionadas con la confesión expresa derivada de la contestación, a las cuales les concedió valor probatorio pleno, vinculadas con la interpretación sistemática y progresiva de los dispositivos normativos citados con antelación, no se acreditó que el daño generado a la menor, hubiera sido en el desempeño regular de su actividad administrativa, con lo cual quedaba demostrado el segundo de los elementos de estudio, es decir, la existencia de una actividad administrativa irregular.

Pues, la Sala de Origen estableció que para que el daño personal, emergente y moral que se generó a la demandante de iniciales ********** derivado de la neumonía asociada a cuidados de la salud ocasionado por la demandada, pudiese ser considerado lícito; es decir, que fue dado en el desempeño regular de sus actividades, debieron demostrar que cumplieron, por citar algunos, con los siguientes presupuestos legales: 
· “Brindar a la menor ********** protección de sus necesidades de salud bajo el principio constitucional de interés superior de la niñez,

· Brindaron atención médica con el primordial objetivo de proteger su salud de manera oportuna y con la calidad, procurando su recuperación física integral. no solamente librándola de alguna afecciones o enfermedades, de acuerdo con las normas oficiales mexicanas que al efecto se han emitido.

· Brindar atención médica curativas, efectuando un diagnóstico temprano y proporcionar tratamiento oportuno, de tal manera que se previniera la neumonía hospitalaria adquirida por la menor

· Atender a la menor bajo la perspectiva de infancia como en su calidad de  menor perteneciente a un grupo vulnerable. 

· Realizar actividades de prevención, vigilancia y control epidemiológico, a fin evitar o disminuir la posibilidad de contagio de la Infección nosocomial –neumonía- que adquirió la menor en el nosocomio demandado.  

· Contar con técnicas de aséptica o técnica estéril,   utilizadas al momento en que se atendió a la paciente, aquí actora, para lograr y mantener los objetos y las áreas en su máximo posible libre de microorganismos.

· Contar con una Unidad de Vigilancia Epidemiológica Hospitalaria, responsable de realizar las actividades de la vigilancia epidemiológica hospitalaria a fin de prevenir y control las infecciones nosocomiales –como la neumonía- y que esta opero durante la estancia de la menor en el Hospital demandado 

· Contar con un Criterio, para el diagnóstico de infecciones nosocomiales, como las adquirida por la menor, y que dichos criterios fueron aplicados a fin de prevenir la patología adquirida. 

· Haber tomado en cuenta, desde el ingreso de la menor al nosocomio, de los periodos de incubación de la Neumonía, para su clasificación como intra o extrahospitalaria, procurando acortar los tiempos de infección en base a los procedimientos médicos conducentes. 

· Haber capacitado al personal y a los trabajadores de la salud, cuando menos cada seis meses para la vigilancia, prevención y control de neumonías nosocomiales en pacientes de riesgo.

· Haber seguido el tratamiento para niños con neumonía, atendiendo a su nivel de gravedad.” 

Sin embargo, como en su expresión de agravios la autoridad inconforme solo manifestó que el Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto” no actuó de manera irregular, en virtud de que dicha institución realizó todos los procedimientos que tuvo a su alcance de manera profesional; empero, nadie esta exento de los riesgos que se corren al ingresar a un Hospital menos la menor que llegó en situación delicada; entonces, tales disertaciones son inoperantes porque no combaten directamente los argumentos en que se apoyó el sentido del fallo, además de ser afirmaciones sin sustento legal, que resultan ambiguas e inciertas, ya que refiere consideraciones muy generales sin concretar un argumento lógico jurídico para analizarse.

En efecto, si bien es cierto que no se exige en la formulación de los agravios que guarden un apego estricto a la forma del silogismo, sino que basta con que se exprese con claridad la causa petendi, ello no exime al recurrente de señalar cual es la lesión que le causa el acto apelado y los motivos que la originaron, pues si no lo hace, la resolución que se dicte se tornaría oficiosa, lo que equivaldría a suplir la deficiencia de la queja, que en el caso es improcedente.

Son características de un agravio: precisar cuál es la parte de la sentencia que lo causa; citar el precepto legal violado; demostrar dicha transgresión con razonamientos lógico-jurídicos idóneos y citar  las leyes, doctrinas y jurisprudencias, así como las pruebas necesarias, todo ello en apoyo a los argumentos expuestos.

Esto es, que no basta la mención genérica de un tema que en vía de agravio se haga valer para que este Tribunal de Alzada tenga que realizar un pronunciamiento de fondo; sino era indispensable, como ya se asentó, que el apelante hubiera indicado en forma concreta exponiendo el motivo de la infracción legal que le imputa al A quo, exponiendo fundamentos, razones o argumentos, además de que no combate el fondo del fallo natural, en el sentido de que, debía probar que actuó de forma regular, es decir, que el procedimiento médico se realizó de acuerdo a los cuidados establecidos en la normatividad de la materia y al deber de diligencia que le exige la profesión médica; limitándose a realizar afirmaciones sin sustento o conclusiones no demostradas, por lo cual no puede considerarse como un verdadero razonamiento.
Los agravios tendientes a combatir una resolución no deben limitarse a señalar los elementos que existen para considerar injustificados los considerandos de la sentencia o establecer cuales preceptos omitió el juzgador, sino refutar debidamente las consideraciones que se vertieron para concluir el sentido de la resolución. El Tribunal de Alzada solo debe pronunciarse respecto de las cuestiones que en vía de agravio le sometan a su decisión; en caso contrario queda en la imposibilidad de modificar los pronunciamientos consentidos o no combatidos por el recurrente Tantum devolutum quantum apellatum, lo que lleva a concluir que al no existir esas condiciones mínimas, estos agravios se deben calificar como inoperantes e insuficientes.

En apoyo a lo anterior, resultan aplicables las tesis jurisprudenciales emitidas por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, bajo los rubros y textos siguientes:

 “AGRAVIOS INSUFICIENTES.- Cuando en los agravios aducidos por la recurrente no se precisan argumentos tendientes a demostrar la ilegalidad de la sentencia, ni se atacan los fundamentos legales y consideraciones en que se sustenta el sentido del fallo, se impone confirmarlo en sus términos por la insuficiencia de los propios agravios”.

“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN.- Cuando no se advierta una violación manifiesta de la ley que deje sin defensa al recurrente y que no amerite, por tanto, la suplencia de la queja a que se refiere el artículo 76 bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, los agravios son inoperantes para los efectos de la revisión, si no se expone argumentación alguna para combatir los fundamentos legales y consideraciones en que se sustenta la sentencia del a quo, ya que el artículo 88 del mismo ordenamiento legal le impone la obligación de expresar los agravios que le cause dicha sentencia que, por tal motivo, se impone confirmar en todas sus partes” 

Por otra parte, respecto de los agravios identificados con el número 2, en los que se duele sustancialmente de que la Sala de Origen incumplió con lo dispuesto en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por no fundar y motivar debidamente la resolución combatida y no hacer una adecuada valoración de pruebas al determinar la existencia del daño personal, emergente y moral.

Se sostiene,  son de considerarse inoperantes pues contrario a lo esgrimido por el recurrente, el fallo reclamado sí se encuentra fundado y motivado, ya que por lo primero se entiende que en todo acto de autoridad han de expresarse los preceptos legales aplicables al caso y, por lo segundo, que deben señalarse las circunstancias especiales, razones particulares y causas inmediatas que se hayan tomado en cuenta para la emisión del acto.

Basta la lectura de la determinación reclamada para percatarse que a manera de fundamentación la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa al determinar la existencia del daño personal, emergente y moral, invocó los artículos exactamente aplicables al caso sometido a su potestad, a saber, 109 último párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 64 fracción II de la Ley General de Victimas, 7 de la ley de Responsabilidad Patrimonial para el estado y Municipios de San Luis Potosí, 1752 y 1764 del Código Civil del Estado de San Luis Potosí, 377 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, además de los artículos 72 fracción I, 75 y 78 del Código procesal Administrativo para el Estado al realizar la valoración de pruebas; así como respaldó su decisión en los criterios de rubro siguiente:

“DAÑO MORAL. SE DETERMINA POR EL CARÁCTER EXTRAPATRIMONIAL DE LA AFECTACIÓN Y TIENE DIFERENTES CONSECUENCIAS Y MODOS DE PRUEBA.”
“INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. EL ORDEN DE ESTUDIO DE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN EL AMPARO DIRECTO, SE DETERMINA A PARTIR DE LO QUE LE PRODUZCA MAYOR BENEFICIO.”
“RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR DAÑOS DERIVADOS DE ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR. LA POTESTAD REGULADORA DEL LEGISLADOR ES AMPLIA, PERO NO PUEDE LLEGAR A DESNATURALIZAR EL DERECHO A SER INDEMNIZADO, CONSAGRADO EN EL ARTÍCULO 113 CONSTITUCIONAL.-“
“DAÑO MORAL. ES LA ALTERACIÓN PROFUNDA QUE SUFRE UNA PERSONA EN SUS SENTIMIENTOS, AFECTOS, CREENCIAS, DECORO, HONOR, REPUTACIÓN, VIDA PRIVADA, CONFIGURACIÓN Y ASPECTOS FÍSICOS, O BIEN, EN LA CONSIDERACIÓN QUE DE SÍ MISMA TIENEN LOS DEMÁS, PRODUCIDA POR HECHO ILÍCITO.-
De igual modo, el A quo también expresó las razones particulares y circunstancias inmediatas que tomó en consideración para concluir que se encontraba acreditada la existencia de un daño o lesión en la menor reclamante de iniciales **********, el cual consistía en: 1. Un daño personal, consistente en la neumonía asociada a cuidados de salud que adquirió la niña, **********2. Un daño emergente, por la cantidad de $231,862.81 (doscientos treinta y un mil ochocientos sesenta y dos pesos 81/100 M.N.) resultante de los gastos realizados para preservar la vida y salud de la menor, pagados a la moral ********** y diversos médicos particulares; y, 3. Un daño moral, derivado de la afectación que sufrió cuando se menoscabó ilegítimamente la integridad física de **********
En primer término, respecto de la existencia del daño personal, la Segunda Sala Unitaria precisó que tenía como hecho central la existencia de un daño físico consistente en cualquier deterioro o mengua de la armonía corporal; es decir, que en ese supuesto el bien jurídico tutelado era la salud de la niña; respecto de la cual su deterioro se hace consistir en la neumonía asociada a cuidados de salud, cuya existencia se desprendía tanto de los argumentos de la demanda, de las contestaciones de las autoridades; así como de las diversas constancias que obran en el sumario.
Que de los argumentos de las partes, al analizarlos de manera conjunta, en lo general reconocían que durante la estadía de la menor **********., en el Hospital Central Dr. “Ignacio Morones Prieto” adquirió ese padecimiento, lo cual además se desprendía del expediente clínico identificado con el número **********, que anexó el representante legal de la referida demandada al dar contestación; probanzas a las que les otorgó valor pleno conforme a lo dispuesto en los artículos 72 fracción I y 78 del Código procesal Administrativo para el Estado.

En cuanto al daño emergente, la Sala de Origen señaló que su existencia se acreditaba con la factura de folio ********** emitida por la persona moral ********** en favor del representante de la menor; con los recibos de honorarios médicos emitidos por diversos médicos en relación a la atención medica brindada al a niña actora dentro de su estancia en el último de los nosocomios en cita, así como del recibo de servicio de ambulancia; documentales privadas a las cuales les otorgó valor probatorio pleno, atendiendo a la estrecha relación que guardaban con los hechos materia de la reclamación, mismas que consideró fiables y coherentes con la litis, esto de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 75 del Código Procesal Administrativo para el Estado.  
Y por último, en lo inherente al daño moral, la Segunda Sala Unitaria, estableció que si bien no está expresamente previsto en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, acorde a lo que disponen los artículos 1752 y 1764 del Código Civil del Estado, si existe obligación de reparar el daño moral por parte del Estado, y su reclamo debía hacerse en términos de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Que no podía operar una interpretación restrictiva en el sentido de que como dicha Ley no lo prevé, entonces no era posible determinar la indemnización respectiva, pues se daría a la omisión en la normativa un alcance inadecuado y desproporcional porque obstaculizaría la indemnización íntegra de los daños sufridos en algunos casos, lo que se traducía en la desnaturalización del derecho fundamental sustantivo de ser indemnizado por la actividad administrativa irregular del Estado, máxime, que no podía pasar inadvertido que en el asunto se resolvía lo relativo a derechos de una menor, y la interpretación que realizara de las normas aplicables debía ser sistemática y progresiva, a fin de obtener el mayor beneficio para satisfacer a mejor medida el interés superior que representa la menor involucrada.

Asimismo, la A quo precisó que el daño moral consistía en el conjunto de efectos nocivos de los hechos, que no tienen carácter económico o patrimonial material, por lo que dicho menoscabo comprendía de manera enunciativa y no limitativa, los sufrimientos y las aflicciones causados a las personas directa o indirectamente, en sus sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspecto físico o bien en la consideración que de sí misma tienen los demás, así como el detrimento de valores muy significativos para las personas y toda perturbación que no sea susceptible de medición pecuniaria.

Motivo por lo que, la Sala Resolutora concluyó, que el daño moral se encontraba acreditado, pues señaló que como la lesión respecto de la cual se reclamó la indemnización, tenía como hecho cardinal el haber adquirido la enfermedad de neumonía asociada a cuidados de la salud presuntamente por responsabilidad atribuida a la demandada, presunción que se sustentaba en lo dispuesto en el artículo 377 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí.

Que entonces, al acreditarse la existencia del daño personal y el daño emergente ocasionados a la actora, y estar vinculado al daño moral, bajo el principio jurídico de presunción iuris tantum, de igual manera se encontraba acreditado, además de que las autoridades demandadas no se habían excepcionado fundadamente, en relación con la indemnización solicitada por la accionante, ni ofertaron prueba tendiente a desacreditarle.

En esa tesitura, es evidente que la sentencia reclamada, contrario a lo que señala el recurrente, sí se encuentra fundada y motivada, pues contiene la cita de los preceptos legales y criterios jurídicos que se estimaron aplicables al caso, así como la expresión de las circunstancias o razones particulares que llevaron a la Sala de Origen a proceder en la forma en que lo hizo; y los motivos aducidos encuentran adecuación a las normas aplicables al caso.
Sirve de sustento al caso, la jurisprudencia 1 a./J. 139/2005, registro 176546, emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, Diciembre de 2005, página 162, siguiente:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LAS RESOLUCIONES JURISDICCIONALES, DEBEN ANALIZARSE A LA LUZ DE LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, RESPECTIVAMENTE. Entre las diversas garantías contenidas en el segundo párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sustento de la garantía de audiencia, está la relativa al respeto de las formalidades esenciales del procedimiento, también conocida como de debido proceso legal, la cual se refiere al cumplimiento de las condiciones fundamentales que deben satisfacerse en el procedimiento jurisdiccional que concluye con el dictado de una resolución que dirime las cuestiones debatidas. Esta garantía obliga al juzgador a decidir las controversias sometidas a su conocimiento, considerando todos y cada uno de los argumentos aducidos en la demanda, en su contestación, así como las demás pretensiones deducidas oportunamente en el pleito, de tal forma que se condene o absuelva al demandado, resolviendo sobre todos los puntos litigiosos materia del debate. Sin embargo, esta determinación del juzgador no debe desvincularse de lo dispuesto por el primer párrafo del artículo 16 constitucional, que impone a las autoridades la obligación de fundar y motivar debidamente los actos que emitan, esto es, que se expresen las razones de derecho y los motivos de hecho considerados para su dictado, los cuales deberán ser reales, ciertos e investidos de la fuerza legal suficiente para provocar el acto de autoridad. Ahora bien, como a las garantías individuales previstas en la Carta Magna les son aplicables las consideraciones sobre la supremacía constitucional en términos de su artículo 133, es indudable que las resoluciones que emitan deben cumplir con las garantías de debido proceso legal y de legalidad contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Así, la fundamentación y motivación de una resolución jurisdiccional se encuentra en el análisis exhaustivo de los puntos que integran la litis, es decir, en el estudio de las acciones y excepciones del debate, apoyándose en el o los preceptos jurídicos que permiten expedirla y que establezcan la hipótesis que genere su emisión, así como en la exposición concreta de las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas tomadas en consideración para la emisión del acto, siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables al caso.”

Máxime que en la recurrente recaía la responsabilidad de argumentar jurídicamente porque a su parecer la resolución impugnada adolecía de fundamentación y motivación, y no limitarse a sostener dicho déficit, ya que al ser dicha parte autoridad recurrente, a esta se le encuentra vedado el estudio oficioso de sus disensos, bajo el amparo de la suplencia de la queja acorde a los razonamientos dados en el considerando segundo de esta sentencia, los que se citan como si  a la letra se insertasen en aras de privilegiar la economía procesal.
En otro aspecto, también es inoperante el agravio en estudio, en donde el apelante se duele de la valoración de pruebas que realizó la Sala de Origen al determinar la existencia del daño personal, emergente y moral; pues no señala de manera fundada el alcance probatorio, de los medios de convicción aportados, como tampoco la forma en que estos trascienden al sentido de la sentencia impugnada, puesto que no expone razonamientos que expliquen por qué la A quo debió dar valor a cada prueba en determinado sentido.

En realidad, la autoridad recurrente se concreta a indicar en forma genérica, que la Segunda Sala Unitaria no consideró las probanzas que aportó, en específico el expediente clínico de la menor; lo cual además es erróneo, porque contrariamente a lo que aduce, la resolutora si estudió dicha prueba y señaló lo siguiente:
“[…]

De las cuales a fin de obviar repeticiones innecesarias, basta precisar que por lo que respecta a los argumentos de las partes, supralineas citados, al analizarse de manera conjunta, en lo general reconocen que durante la estadía de la menor **********. –periodo del 5 al 14 de julio de 2018- en la entidad denominada Hospital Central Dr. “Ignacio Morones Prieto” la niña adquirió ese padecimiento -neumonía asociada a cuidados de salud- lo cual además se desprende del expediente clínico identificado con el número **********, que anexo el representante legal de la referida demandada al dar contestación, y que obra agregado a fojas 130 a la 146 del expediente que se resuelve; probanzas, la confesión expresa y documental publica, de referencia que adquieren valor pleno conforme a lo dispuesto en los artículos 72 fracción I y 78 del Código procesal Administrativo para el Estado;   y de las cuales se demuestra la existencia del daño personal aducido, sin que sea el momento de analizar lo inherente al origen de ese daño.

[…]”

Por consiguiente, no basta que la lesión que se dice causada relativa a la falta de valoración de una prueba exija del Tribunal de Alzada que le otorgue el valor probatorio que se dice merece, sino que es necesario que el apelante de las bases para ello a través de los motivos en los que funda el agravio; es decir, debe señalar además de que dejó de valorarse o no se apreció determinada prueba, cuál es su alcance probatorio y la forma en la que trasciende al sentido del fallo en su beneficio.
Lo anterior se sostiene con las tesis del Segundo y Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito Tribunales, publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dicen:
 “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. CUANDO SE ALEGA VALORACIÓN ILEGAL DE PRUEBAS, DEBE PRECISARSE EL ALCANCE PROBATORIO DE LAS MISMAS. Cuando en apelación se alega la ilegal valoración de pruebas, los agravios deben expresar razonamientos jurídicos que pongan de manifiesto la violación de disposiciones legales por el Juez a quo al apreciar los medios de convicción, precisando también el alcance probatorio de tales medios de prueba, así como la forma en que éstos trascienden en el fallo, pues en caso contrario, es evidente que dichos agravios devienen en inoperantes por insuficientes.” 

“AGRAVIOS EN LA APELACION. DEBEN PRECISARSE LAS CAUSAS POR LAS QUE SE ESTIMAN MAL VALORADAS LAS PRUEBAS. No basta afirmar en apelación que hubo mala apreciación de pruebas para considerarlo como agravio y para que el tribunal de alzada deba proceder al examen exhaustivo de aquéllas, sino que deben exponerse los motivos que funden esa afirmación. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.”

Por último, no sobra decir, que los agravios invariablemente deben estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de la totalidad de las consideraciones en que se sustenta el fallo recurrido, lo que en el caso no sucedió, con los agravios expresados.
Resulta aplicable la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, febrero de 2011, página 607, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta de rubro siguiente: 
“AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA. En la primera instancia de un juicio de naturaleza civil, en el que se ventilan exclusivamente intereses particulares, la litis consiste en determinar si es procedente y fundada la acción y, en consecuencia, si debe condenarse o absolverse al demandado, por lo que, en caso de que deba abordarse el fondo de la litis, basta para tener por planteada la causa de pedir de la actora si formula, por una parte, su pretensión jurídica, esto es, la consecuencia que pretende obtener con el juicio consistente en una declaración judicial respecto de la existencia o inexistencia de un derecho subjetivo y si, por otra, describe los hechos en que se basa para sostener tal pretensión. Asimismo, acorde con las garantías de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial contenidas en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de las que a su vez derivan el principio da mihi factum, dabo tibi ius y el principio dispositivo del procedimiento, el juez debe resolver el fondo cuando el actor produzca esos elementos de su causa de pedir, independientemente de que además formule una correcta argumentación jurídica que la sostenga. En cambio, en la segunda instancia derivada del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia definitiva, la litis tiene una naturaleza distinta, pues consiste en determinar si la sentencia recurrida fue dictada o no con apego a derecho, de manera que la causa de pedir se integra con la pretensión del recurrente, consistente en la declaración judicial de la ilegalidad de la sentencia recurrida y, por ende, que se revoque, nulifique o modifique, así como con el hecho consistente en la emisión de la sentencia recurrida en determinado sentido, y la razón por la que se considera que dicha sentencia adolece de algún vicio de legalidad, ya sea in procedendo o in judicando. Ahora bien, considerando que la sentencia de primer grado tiene la presunción de haber sido emitida conforme a derecho, resulta esencial que el apelante combata dicha presunción mediante una correcta argumentación jurídica planteada en sus agravios, demostrando la ilegalidad cuya declaración pretende mediante su recurso para que el tribunal de alzada revoque, modifique o nulifique la sentencia apelada. En consecuencia, es materia de la litis en segunda instancia determinar si es o no correcta la argumentación jurídica del apelante, de modo que si los argumentos contenidos en los agravios no logran desvirtuar la legalidad de la sentencia apelada, el tribunal de alzada puede calificarlos de infundados o de inoperantes para sostener la resolución en la que confirme dicha sentencia acorde con los principios de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial.”

Por tanto, acorde a la calificación dada a los agravios de la autoridad demandada, aquí recurrente, mismos que resultaron ser inoperantes, lo que procede es confirmar en la materia de la apelación la sentencia definitiva de quince de febrero de dos mil veintitrés, de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el juicio contencioso **********/2020-2, de su índice.
Habilitación de notificación de sentencia.

Con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita al licenciado **********, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se:

RESUELVE

ÚNICO. Se confirma la sentencia apelada de quince de febrero de dos mil veintitrés, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el juicio contencioso **********/2020/2, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el último considerando de esta resolución. 

Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal la parte actora **********quien compareció en representación de la menor con iniciales**********y por oficio a las autoridades demandadas; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la Licenciada Melissa del Carmen Vega Ramírez, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I en relación con el 20 fracción X del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. RÚBRICAS.

 “En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
� “ARTÍCULO 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”





� Fojas 12 y 13 del Toca.





�Foja 26-28 del Toca.


�Fojas 47 y 48 del Toca.





� �Foja 47-49 del Toca.





�“Artículo 154. …


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”





� Foja 52-53 del Toca.


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.





“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.” 





�“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”


� Fojas 19 y 20 del toca.





�“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.


�Fojas 271-313 del Juicio de origen.


� “Artículo 2º. Esta Ley tiene por objeto fijar las bases, límites y procedimientos para hacer determinar la responsabilidad patrimonial del estado y municipios de San Luis Potosí, así como reconocer el derecho a la indemnización de las personas que sufran una lesión en cualquiera de sus bienes, posesiones o derechos, como consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado.


Se considerará actividad administrativa irregular aquella que cause daño a los bienes y derechos de los particulares, que no tengan la obligación jurídica de soportar, en virtud de no existir fundamento legal alguno o causa jurídica de justificación, para legitimar el daño de que se trate.





Artículo 3º. Las disposiciones de ésta serán aplicables a la actividad administrativa irregular del estado que desarrollan los poderes del estado, sus dependencias, organismos descentralizados, fideicomisos públicos y empresas de participación estatal mayoritaria; tribunales administrativos; organismos públicos autónomos; municipios, sus dependencias, organismos descentralizados, fideicomisos públicos y empresas de participación mayoritaria municipal.


� Fojas 61-63 del expediente de origen.





� Fojas 63-65 del juicio de origen.





� Fojas 269 y 270 del juicio de origen.


� Foja 90 del juicio de origen.





� Séptima Época: Registro: 239187: Instancia: Segunda Sala: Tipo de Tesis: Jurisprudencia: Fuente: Semanario Judicial de la Federación: Volumen 12, Tercera Parte : Materia(s): Común: Tesis:  Página: 70. 





� Época: Novena Época: Registro: 191376: Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito: Tipo de Tesis: Jurisprudencia: Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo XII, Agosto de 2000: Materia(s): Común: Tesis: VI.2o.C. J/191: Página: 1034 





� Registro digital: 191782 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materias(s): Civil Tesis: VI.2o.C. J/185 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XI, Mayo de 2000, página 783 Tipo: Jurisprudencia.





� Registro digital: 221606 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Octava Época Materias(s): Civil Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo VIII, Octubre de 1991, página 127 Tipo: Aislada.


�“Artículo 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”





“Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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